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Santiago, 14 de mayo de 2021

Señor
Jorge Bermúdez Soto
Contralor General de la República
Presente

MAT.: Denuncia desacato a su dictamen Nº 27.918/2018 por parte 
de la Municipalidad de Estación Central. 

Informo a Ud. que luego del amparo que presenté en el Consejo para la 
Transparencia, finalmente obtuve el 11/05/21 información de parte de la 
Dirección de Obras Municipales (DOM) de Estación Central en relación 
con la invalidación de un conjunto de permisos de edificación contrarios 
a derecho en dicha comuna, según se deduce de su Dictamen Nº 27.918 
de 12 de noviembre de 2018, ilegalidades que fueron ratificadas por la 
Corte Suprema.

La información solicitada a esa DOM fue la siguiente:

Anteproyectos cuyos titulares se desistieron de solicitar permisos de 
edificación.
Permisos de edificación invalidados conforme al artículo 53° de la 
Ley N° 19.880, indicándose fecha, nombre del titular y dirección del 
proyecto. 
Permisos cuyos edificios cuentan con recepción final de obras, 
indicándose fecha, nombre del titular y dirección del proyecto.
Sumas ingresadas al municipio por concepto de derechos 
municipales asociados al presupuesto de cada permiso de 
edificación, señalándose los números y fechas de emisión de cada 
uno de esos actos administrativos ilegales, monto pagado y nombre 
de la empresa titular de cada uno de ellos.

La respuesta de la DOM fue incompleta, pero informé al Consejo para la 
Transparencia que no insistiría en mi reclamo frente a esa institución y 
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en su lugar acudiría a la Contraloría General de la República porque con 
la información recibida quedaban en evidencia situaciones muy graves.

En efecto, la información proporcionada por la DOM, contenida en el 
documento adjunto, describe la situación de 49 proyectos 
irregularmente autorizados, como sigue:

7 permisos de edificación contrarios a derecho han sido invalidados 
por esa DOM.
13 proyectos irregulares obtuvieron recepción definitiva de obras 
después del 12 de noviembre de 2018. Algunas de ellas fueron 
otorgadas casi 2 años después de emitido el señalado dictamen.
13 proyectos irregulares se encuentran en ejecución.
El resto de los 49 proyectos obtuvo recepción definitiva antes del 12 
de noviembre de 2018 o bien su permiso caducó.

Se deduce entonces que 26 de los 49 proyectos irregulares, un 53%, 
presumiblemente serán recepcionados por la DOM de Estación Central 
con posterioridad al Dictamen Nº 27.918/2018 y/o las sentencias de la 
Corte Suprema.

Me veo en la obligación de señalar que esta situación de impunidad es 
todavía más grave, pues tomé conocimiento que con fecha 10 de julio 
de 2007, catorce años atrás (sic), vía oficio Ord. Nº 0549, el Jefe de la 
División de Desarrollo Urbano del Minvu le informó al Seremi 
Metropolitano de Vivienda y Urbanismo y a la DOM de Estación Central, 
que no procedía la aplicación del sistema de agrupamiento de 
edificación continua si no existe norma urbanística de altura máxima en 
una zona determinada de esa comuna.

Lo anterior deja en evidencia que la Seremi Metropolitana de Vivienda y 
Urbanismo y la DOM de Estación estaban en pleno conocimiento, desde 
2007, que los proyectos denominados “guetos verticales” eran ilegales.

Debemos recordar que en 2016 el criterio del Ord. Nº 0549 de 2007 fue 
señalado en la Circular DDU 313, pero sin hacer referencia a ese 
pronunciamiento previo, dando la impresión de que solamente a partir 
de 2016 se había interpretado la normativa para el caso en comento.



Se concluye entonces que los 49 edificios señalados por la DOM en su 
respuesta son irregulares pues sus permisos de edificación se 
entregaron a partir de agosto 2013, aproximadamente 5 años después 
del oficio Ord. Nº 0540/2007 y presumiblemente 26 de ellos serán 
recepcionados después de emitido el Dictamen Nº 27.918/2018.

Todo lo anterior implica un evidente incumplimiento del artículo 116º de 
la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC) por parte de la 
DOM de Estación Central y del artículo 4º de esa ley en el caso de la 
Seremi Metropolitana de Vivienda y Urbanismo. En consecuencia, según 
el artículo 22 de la LGUC esas situaciones generan eventuales 
responsabilidades civiles, criminales y administrativas por parte de los 
funcionarios fiscales y municipales involucrados en este episodio de 
abierta corrupción inmobiliaria.

Solicito que tenga a bien analizar estos antecedentes y tomar las 
acciones que en derecho correspondan.

Atentamente, 

Patricio Herman Pacheco
Fundación Defendamos la Ciudad 

Se adjuntan los referidos documentos de respaldo  














